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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2008-001102-00

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
AMALIA ROCIO ÁLVAREZ BLANDÓN 

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
Improcedencia del principio de condición más beneficiosa frente al tránsito de legislación del artículo 39 original de la Ley 100/93 y la Ley 860/03 que modificó dicho artículo, con relación a la concesión de la pensión de invalidez. En otras palabras, la norma aplicable es la que rige al momento de estructurarse la pensión de invalidez.   
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0037

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veintiocho (28) días del mes de mayo del año dos mil nueve (2009), siendo las nueve y treinta minutos de la tarde (09:30 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora AMALIA ROCÍO ÁLVAREZ BLANDÓN contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar el grado jurisdiccional de consulta contra la sentencia emitida el 11 de marzo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar en favor de la señora AMALIA ROCÍO ÁLVAREZ BLANDÓN la pensión de invalidez a que tiene derecho a partir del 20 de octubre de 2005, fecha en que se estructuró su estado de invalidez, con la respectiva indexación y pago de intereses moratorios a la tasa más alta permitida hasta que se efectúe el pago; que se incluya a la demandante en la nómina de pensionados y sea vinculada a una EPS para recibir el servicio de salud. Finalmente solicita que se condene en costas procesales a la parte demandada.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que prestó sus servicios a la fabrica Nicole S.A. a través de Coonix, Cooperativa de Trabajo Asociado, siendo afilada al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES en pensiones desde el mes de septiembre de 2003, que empezó a presentar una enfermedad en su hombro desde el 30 de marzo de 2005, incapacitándose por 180 días, los cuales fueron pagados por Coomeva EPS, sin lograr recuperarse dentro de dicho término, por lo que al final le fue cancelado su contrato de trabajo.

Expresa que fue calificada por la entidad demandada, con una pérdida de capacidad laboral de 36.48%, con fecha de estructuración 30 de mazo de 2005; posteriormente fue valorada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el día 3 de diciembre de 2006, la que determinó una pérdida de capacidad laboral del 23.78%, la cual fue apelada ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, donde se determinó en un 50.17%.

 Aduce la demandante que luego de definida su invalidez, presento solicitud ante el Instituto de lo Seguros Sociales de la pensión de invalidez, la cual resolvió negativamente su petición mediante Resolución N° 001584 del 28 de febrero de 2008, razón por la cual interpuso recurso de reposición en subsidio del de apelación siendo resuelto el primero mediante Resolución N° 4465 en la que se confirma la anterior decisión y se reitera el cumplimiento de los requisitos la Ley 860 de 2003, en igual sentido se resolvió el segundo mediante Resolución N° 1754 de 2008, que basa la negativa en el hecho de no cumplir la actora con el requisito de fidelidad al sistema, quedando de este modo agotada la vía gubernativa. 

Contrario a lo que afirma la entidad, la demandante considera que no es aplicable en sus condiciones la Ley 860 de 2003, puesto que las semanas que acredita se empezaron a cotizar cuando esta Ley aún no estaba en vigencia, de manera que debe aplicársele el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su texto original, que exige únicamente 26 semanas al momento de estructurarse el estado de invalidez, pues de conformidad con los principios constitucionales de condición más beneficiosa y progresividad su aplicación resulta más favorable a sus intereses.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos planteados en la demanda y niega otros por considerar que la norma aplicable es la que se encuentre vigente al momento de la estructuración del estado de invalidez. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”,  “IMPROCEDENCIA DE LOS INTERESES DE  MORA” y “PRESCRIPCIÓN”.

III. LA SENTENCIA CONSULTADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de consulta en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones de la demanda presentada en su contra por la señora AMELIA ROCÍO ÁLVAREZ BLANDÓN y condenó a esta última en costas procesales en un 100%

Para arribar a la anterior determinación, expresó que la situación se centra en “determinar cual es la normativa que rige la situación particular de la demandante” y si “procede o no la condición más beneficiosa” lo que implica que la aplicación de una norma u otra depende de la fecha en que se estructuró la invalidez del asegurado, siendo en este caso el 20 de octubre de 2005, por lo que se colige que la normativa aplicable es la contenida en la Ley 860 de diciembre de 2003, que modifica el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, en este sentido la demandante acredito uno de los requisitos allí establecidos, relativo al de las 50 semanas cotizadas en los últimos tres años anteriores a la fecha de estructuración  pero no cumple el otro postulado que es el tiempo de fidelidad al sistema.

V. PROCEDENCIA DE LA CONSULTA

La Consulta es un segundo grado de competencia funcional, destinada a que el superior revise oficiosamente las sentencias proferidas por el a quo en determinados asuntos.

En el caso bajo estudio, en atención de lo dispuesto en el artículo 69 del Código de Procedimiento Laboral, procede la presente consulta porque la sentencia de primer grado fue totalmente adversa a las pretensiones del trabajador. 

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

· ¿De acuerdo con la jurisprudencia, es procedente la aplicación del principio de la condición más beneficiosa frente al cambio de legislación suscitado entre el artículo 39 original de la Ley 100/93 y la Ley 860 de 2003 que reformó dicha norma, para efectos de la concesión de la pensión de invalidez?

· ¿Cuándo la invalidez se estructura en vigencia de la Ley 860/03, pero las cotizaciones al sistema se vienen haciendo desde antes de entrar en vigencia dicha regulación, cuál es la norma aplicable?


3. Caso Concreto:


Aduce la señora Amalia Rocío Álvarez que aunque para el reconocimiento de su pensión debe tenerse en cuenta la normatividad que se encuentre vigente al momento de estructurarse su estado de invalidez que lo fue el 30 de marzo de 2005, lo que conlleva a que se le aplique la Ley 860 de 2003, como no cumple la totalidad de los requisitos allí exigidos y en aplicación de los Principios Constitucionales de Progresividad y de la Condición más Beneficiosa, solicita se le aplique el texto original del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, del cual considera procedente su aplicación porque con anterioridad a la expedición de la Ley 860 de 2003, estaba efectuando aportes para pensión ante la entidad demandada.


De acuerdo con lo anterior, encuentra esta Colegiatura perfectamente válidas las razones de índole jurisprudencial citadas por la funcionaria de primera instancia para denegar los derechos deprecados por la actora, toda vez que corresponden a la misma línea jurisprudencial acogida en pleno y recientemente por esta Sala de Decisión, al decidir asuntos análogos
 al que hoy merece nuestra atención.


Por lo que se concluye nuevamente que no es procedente el reconocimiento de la pensión de invalidez deprecando la aplicación del Principio de la Condición más Beneficiosa, buscando dejar a un lado los preceptos de la Ley 860 de 2003, para aplicar lo consagrado en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, porque la aplicación de dicho principio como se ha explicado, es viable cuando se pretende acudir a un régimen anterior al vigente, más no a una norma anterior dentro del mismo régimen pensional, como lo pretende la actora. 

 En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 11 de marzo de 2009, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora AMALÍA ROCÍO ÁLVAREZ BLANDÓN contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Sin lugar a costas en este grado jurisdiccional.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

� M.P. Hernán Mejía Uribe. Acta N° 0019 del 02 de abril de 2009. Radicado N° 2008-00672-01. – M.P. Francisco Javier Tamayo Tabares. Sentencia del 29 de enero de 2009, Radicado No. 2007-00611-01. – M.P. Ana Lucía Caicedo Calderón. Acta N° 0014 del 05 de marzo de 2009. Radicado N° 2008-00389-01.





